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ACCIÓN DE TUTELA No. 11001-41-89-033-2022-00169-00  

 

Accionante:  MARÍA LUISA CAMACHO CAMACHO 

Accionado:  EMPRESA DE ACUEDURCTO Y ALCANTARILLADO DE 

BOGOTÁ 

Asunto:  Sentencia de Primera Instancia. 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia 

presentada por la MARÍA LUISA CAMACHO CAMACHO, en la que se acusa la 

vulneración de los derechos fundamentales de salud, vivienda digna y medio 

ambiente sano. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

1.1. Hechos. 

 

-Manifestó la accionante que es una mujer de 68 años de edad y vive en la 

dirección carrera 13 a bis #46 25 sur, barrio Altamira de la localidad de San 

Cristóbal de Bogotá, junto con su hija Mayerli Plazas Camacho y su nieto 

Franklin Delgado Plazas. Comunicó que desde hace 6 meses se presenta una 

corriente de agua que baja por debajo de la calle y llega directamente a una de 

las paredes de su casa, generando que la pared se vea afectada por la humedad, 

lo que ha llevado que su ella y su familia presente problemas de salud. 

 

-Señaló haber presentado varios requerimientos ante la entidad convocada pero 

no lo han dado solución alguna, en el cual han realizado arreglos sus técnicos, 

pues solo realizaron excavaciones, dejando huecos, pero la humedad continua 

de manera extrema. 
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1.2. Pretensiones.  

 

En consecuencia, pretende se ordene a la entidad accionada a realizar las obras 

o labores técnicas para que cese la corriente de agua que cae en uno de los muros 

de su casa. 

 

1.3. Trámite Procesal. 

 

Correspondiéndole por reparto a este Juzgado conocer de la acción, mediante 

auto calendado 19 de mayo de 2022 se admitió la tutela, ordenándose oficiar a 

la entidad accionada, para que se pronunciara sobre cada uno de los hechos y 

derechos que dieron origen a la presente acción constitucional. Por otro lado, se 

dispuso negar la medida provisional deprecada (art. 7° del Decreto 2591 de 

1991). 

 

- MARIA FERNANDA CARRASCO CASTELLANOS actuando como apoderada 

judicial de EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ, 

comunicó que el personal operativo de la división servicio acueducto zona 4, 

realizó las reparaciones de la acometida y así mismo reparó la red domiciliaria 

de 8 pulgadas, quedando en perfectas condiciones la descarga a la red principal 

de alcantarillado, adicional recogieron los escombros y se tapa la excavación con 

recebo, quedando así la reparación objeto de tutela. Por todo, solicitó carencia 

actual de objeto por hecho superado.  

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Según lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y la 

jurisprudencia, la acción de tutela es un mecanismo de protección de los 

derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública 

y no procede cuando exista otro medio de defensa judicial, salvo que resulte 

ineficaz y se configure un perjuicio irremediable caso en el cual, el amparo es 

viable como mecanismo transitorio hasta tanto la autoridad correspondiente 

decida de fondo sobre el asunto. 

 

A. Problema Jurídico. 
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El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta vulneración 

a los derechos fundamentales de vivienda digna, salud y medio ambiente sano, 

invocado por el accionante al endilgársele a la accionada no ha realizado las 

reparaciones correspondientes a la filtración de agua.  

 

B. La acción de tutela y su procedencia. 

 

Legitimación activa. La señora MARÍA LUISA CAMACHO CAMACHO, es mayor de 

edad y actúa en nombre propio para reclamar sus derechos fundamentales, 

presuntamente conculcados por la entidad accionada, de tal forma que se 

encuentra legitimado para ejercer la mencionada acción, por lo tanto, el 

Despacho procede a resolver el presente asunto. 

 

Legitimación pasiva. EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE 

BOGOTÁ, es la parte demandada y, con fundamento en lo dispuesto en el 

numeral 4° y 6° del artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, está legitimada como 

parte pasiva en el presente asunto, en la medida que se les atribuye la violación 

de los derechos en discusión. 

 

C. Para el caso se hace necesario traer a colación lo que la Corte Constitucional 
enseño en la Setencia T-381-2018.  

 
Marco normativo de la prestación del servicio público de alcantarillado 
  
El artículo 365 de la Constitución Política determina que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado, el cual tiene el deber de garantizar su 
prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional; y que además, 
sin importar si los servicios públicos son proveídos directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares, el Estado conserva la regulación, el 
control y la vigilancia sobre los mismos. 
 
En desarrollo del precepto superior, la Ley 142 de 1994 contempló el régimen de 
los servicios públicos domiciliarios, incluido el de alcantarillado, entendido como la 
recolección, transporte, tratamiento y disposición final de residuos, principalmente 
líquidos, por medio de tuberías y conductos. Este régimen resulta aplicable al 
Estado, las entidades territoriales y los particulares que asumen la prestación de 
servicios públicos.  
 
En relación con el Estado, el artículo 2º dispone que su intervención tiene distintos 
fines, como son: garantizar la prestación eficiente del servicio, asegurar la calidad 
del bien objeto del servicio público y su disposición final para el mejoramiento de 
la calidad de vida de los usuarios y la prestación eficiente, entre otros. 
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Los objetivos antes mencionados se realizan a través de distintos instrumentos de 
intervención estatal -contenidos en el artículo 3º-, tales como la función de control, 
inspección y vigilancia que ejerce la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios. Así, el primer responsable por la adecuada prestación de los 
servicios será el propio Estado. 
  
Por otra parte, el artículo 5º de la ley en comento, dispone que es competencia de 
los municipios, entre otros, asegurar que se presten a sus habitantes de manera 
eficiente los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, 
energía eléctrica, y telefonía pública básica conmutada, por empresas de carácter 
oficial, privado o mixto, o directamente por la administración central del respectivo 
municipio. 
  
Con respecto a los particulares, el artículo 28 de la Ley 142 de 1994, dispone que 

“Todas las empresas tienen el derecho a construir, operar y modificar sus redes e 
instalaciones para prestar los servicios públicos, para lo cual cumplirán con los 
mismos requisitos, y ejercerán las mismas facultades que las leyes y demás 
normas pertinentes establecen para las entidades oficiales que han estado 
encargadas de la prestación de los mismos servicios, y las particulares previstas 
en esta Ley. // Las empresas tienen la obligación de efectuar el 
mantenimiento y reparación de las redes locales, cuyos costos serán a cargo 

de ellas”. 
 De la misma manera, el Decreto 302 de 20001 que reglamentó la Ley 142 de 1994 
en materia de prestación de los servicios públicos domiciliarios de acueducto y 
alcantarillado, en su artículo 22, dispuso que la entidad prestadora de los servicios 
públicos está en la obligación de hacer el mantenimiento y la reparación de las 
redes públicas de acueducto y alcantarillado y, que para el efecto, debe contar con 
un archivo referente a la fecha de construcción de las redes, especificaciones 
técnicas y la información necesaria para su mantenimiento y reposición. 
 
La jurisprudencia de esta Corte se ha pronunciado en ese mismo sentido al indicar 
que “cuando los servicios públicos domiciliarios son prestados indirectamente 
por particulares, entre los que se encuentran las empresas, su obligación 
principal en el contrato de servicios públicos, es la prestación continua de un 
servicio de buena calidad”2. 
  

Y finalmente, responden también por la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios de acueducto y alcantarillado, los urbanizadores y/o constructores, 
quienes conforme al artículo 8º del Decreto 302 de 2000, tienen como obligación 
“[l]a construcción de las redes locales y demás obras, necesarias para conectar 
uno o varios inmuebles al sistema de acueducto o de alcantarillado será 
responsabilidad de los urbanizadores y/o constructores; no obstante, la entidad 
prestadora de los servicios públicos podrá ejecutar estas obras, en cuyo caso el 
costo de las mismas será asumido por los usuarios del servicios”. 

  
En conclusión, en el marco de las normas de rango constitucional y legal, ante la 
inadecuada e ineficiente prestación de servicios públicos domiciliarios como el de 
alcantarillado, podrían estar llamados a responder tanto el Estado, a través de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, como las entidades 
territoriales, las empresas prestadoras de los servicios públicos y los 
urbanizadores y/o constructores. 
 

                                                           
1 “Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994, en materia de prestación de los servicios públicos domiciliarios de 

acueducto y alcantarillado” 
2 T-082 de 2013. 
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1. Alcance del derecho a la vivienda digna. Reiteración jurisprudencia3 
  

De acuerdo con la Carta Política, todos los colombianos tienen derecho a una 
vivienda digna y radicó en cabeza del Estado, el deber de fijar las condiciones 
necesarias para hacer efectivo este derecho, así como promover planes de vivienda 
de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas 
asociativas de ejecución de estos programas de vivienda4. 
 
El derecho en comento, hace parte del grupo de derechos que la Constitución 
catalogó como sociales, económicos y culturales, razón por la cual, en un principio 
se negó su carácter iusfundamental  y por ende, también su amparo mediante la 
acción de tutela5. Sin embargo, con fundamento en las obligaciones adquiridas por 
Colombia con la firma de diversos instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos6, los cuales han sido incorporados por la jurisprudencia de esta Corte al 
denominado bloque de constitucionalidad, y en la concepción de que un derecho 
es fundamental en razón a su estrecha relación con la dignidad humana, se aceptó 
que no todos los derechos fundamentales están consagrados expresamente en el 
texto, pues no pueden negarse como derechos aquellos que ‘siendo inherentes a la 
persona humana’, no estén enunciados en la Carta. En efecto, la jurisprudencia 
constitucional ha sostenido que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto 
de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho 
constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea 
traducible en un derecho subjetivo. 
 
Dentro de los instrumentos internacionales adoptados por Colombia, está el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en adelante PIDESC, 
el cual dispone en el numeral 1 del art.11, que toda persona tiene derecho “a un 
nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y 
vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia” y 
que además, “los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la 
efectividad de este derecho…”. 
  
Con respecto al derecho a una “vivienda adecuada”, para el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, significa “disponer de un 
lugar donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, seguridad adecuada, 
iluminación y ventilación adecuadas, una infraestructura básica adecuada y una 
situación adecuada en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a 
un costo razonable”7. 
 
Asimismo, indica el documento, que la adecuación viene determinada en parte por 

factores sociales, económicos, culturales, climatológicos, ecológicos y de otra 
índole, pero que, aun así, es posible identificar algunos aspectos de ese derecho 

                                                           
3 Sentencias T-420 de 2018, T-355 de 2018, T-327 de 2018, T-149 de 2017, T-251 de 2017, T-497 de 2017, T-139 de 2017, T-726 
de 2017, T-709 de 2017, T-601 de 2017 y T-531 de 2017. 
4 Constitución Política de Colombia, art.51. 
5 Constitución Política de Colombia, art.86: “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública”. Ver sentencias T-251 de 1995, T-258 de 1997, T-203 y T-383 de 1999. 
6 El derecho a la vivienda digna está incurso en el párrafo 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el 
apartado iii) del párrafo e) del artículo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, el párrafo 2 del artículo 14 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, el 
párrafo 3 del artículo 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el artículo 10 de la Declaración sobre el Progreso y el 
Desarrollo en lo Social, el párrafo 8 de la sección III de la Declaración de Vancouver sobre los Asentamientos Humanos, 1976 (Informe 
de Hábitat:  Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos, el párrafo 1 del artículo 8 de la Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo y la Recomendación Nº 115 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la vivienda de los 
trabajadores, 1961). 
7 Observación general No.4: El derecho a una vivienda adecuada. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Párrafo 1 del art.11. 
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que deben ser tenidos en cuenta a estos efectos en cualquier contexto determinado, 
entre los cuales figuran: a) seguridad jurídica de la tenencia; b) disponibilidad de 
servicios, materiales, facilidades e infraestructura; c) gastos soportables; d) 
habitabilidad; e) asequibilidad; f) lugar y g) adecuación cultural.   
 
En cuanto a la condición de habitabilidad, para el aludido Comité, “una vivienda 
adecuada debe ser habitable, en sentido de poder ofrecer espacio adecuado a sus 
ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras 
amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad. 
Debe garantizar también la seguridad física de los ocupantes”. En ese mismo 
sentido, esta Corporación ha señalado que para que una vivienda pueda 
considerarse digna, en términos de habitabilidad, debe cumplir “con los requisitos 
mínimos de higiene, calidad y espacio necesarios para que una persona y su 
familia puedan ocuparla sin peligro para su integridad física y su salud”8. 

 
En múltiples pronunciamientos, este Tribunal ha manifestado que existen otros 
derechos que pueden verse afectados cuando la vivienda no cuenta con una 
habitabilidad adecuada, como por ejemplo la seguridad y la integridad personal. 
Lo anterior, puesto que dicha circunstancia puede someter a las personas a una 
circunstancia de riesgo extraordinario9 y, por tanto, estos también son 
susceptibles de ser protegidos por vía de tutela, más aun cuando las autoridades 
competentes para atender la cuestión no demuestran diligencia en solucionar el 
asunto10. En efecto, esta Corporación concluyó que los elementos que configuran 
la habitabilidad son dos11: i) la prevención de riesgos estructurales y ii) la garantía 
de la seguridad física de los ocupantes. De modo, que para que una vivienda sea 
habitable conforme a los requisitos constitucionales esta debe salvaguardar la 
vida de sus habitantes, por lo que el Estado debe disponer de los medios 
necesarios para evitar fallas en su estructura y resguardar a sus habitantes de 
cualquier riesgo o daño natural que pueda poner en peligro su integridad física.  
 

Adicionalmente, esta Corporación al analizar la naturaleza jurídica de esta 
garantía, ha determinado que se trata de un derecho fundamental autónomo, que 
su protección a través de la tutela se encuentra condicionada a la posibilidad de 
que este se traduzca en un derecho subjetivo, que se aplica para todos, 
indistintamente de que se trate de personas o familias e independientemente de 

                                                           
8 Sentencia T-141 de 2012. 
9 Sentencia C-018 de 2018 - El derecho fundamental a la seguridad personal: La Constitución Política, a partir de su preámbulo, y 
especialmente en los artículos 2 y 11, consagra la vida como un derecho fundamental que debe ser protegido por el ordenamiento 
constitucional. De manera particular, el artículo 2º de la Carta señala que “las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades (…)”. El 
deber de protección de la vida y la integridad personal, se encuentra previsto no solo en la Constitución Política, sino también en 
diferentes tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia. En ellos se instituyó, como mandato superior de 
obligatorio cumplimiento para todas las autoridades del Estado, la realización de actividades tendientes a lograr las condiciones para 
la pervivencia y el desarrollo efectivo de la vida e integridad de los ciudadanos. Asimismo, se ha advertido que el Estado y en particular 
las autoridades públicas, están obligadas no solo a abstenerse de vulnerar la vida e integridad personal de los asociados, en lo que 
se conoce como deberes de respeto, sino también a evitar que terceras personas los afecten (deberes de protección) (Sentencia C-
331 de 2017). Con base en estos últimos, se ha desarrollado la noción de seguridad personal. 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que la noción de seguridad personal se proyecta en tres dimensiones distintas: (i) 
como un valor constitucional, (ii) como un derecho colectivo y (iii) como un derecho individual de rango fundamental. 
En relación con la seguridad personal como derecho individual de rango fundamental, la Corte (Sentencia T-039 de 2016) ha señalado 
que su contenido se encamina a la protección de la vida y de la integridad personal de quien lo invoca, razón por la cual: “(…) faculta 
a las personas para recibir protección adecuada por parte de las autoridades, cuandoquiera que estén expuestas a riesgos que no 
tienen el deber jurídico de tolerar, por rebasar éstos (sic) los niveles soportables de peligro implícitos en la vida en sociedad; en esa 
medida el derecho a la seguridad constituye una manifestación del principio de igualdad ante las cargas públicas, materializa las 
finalidades más básicas asignadas a las autoridades del Constituyente, garantiza la protección de los derechos fundamentales de los 
más vulnerables, discriminados y perseguidos, y manifiesta la primacía del principio de equidad” (Sentencia T-719 de 2009). 
En lo que respecta a la faceta de derecho individual, la Corte, en sentencia T-039 de 2016 precisó que de aquí se deriva la posibilidad 
de exigir de parte del Estado acciones positivas para conjurar una amenaza concreta contra la seguridad personal, destacando que 
tal actividad procede cuando se ha identificado un riesgo excepcional, es decir, aquellos que “no tiene el deber jurídico de tolerar, por 
rebasar éstos los niveles soportables de peligro implícitos en la vida en sociedad” (Sentencia T-719 de 2003). 
10 El Derecho a la Seguridad Personal opera para proteger a las personas de aquellas situaciones que se ubican en el nivel de riesgos 
extraordinarios, que el individuo no tiene el deber jurídico de soportar (Ver Sentencias T-496 de 2008, T-728 de 2010, T-780 de 
2011, T-223 de 2015, T-707 de 2015, T-149 de 2017). 
11 Sentencias T-327 de 2018, T-473 de 2008, T-199 de 2010, T-566 de 2013, entre otras. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-496-08.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-728-10.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-780-11.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-780-11.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-223-15.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-707-15.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-149-17.htm
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su edad, sexo o situación económica, es decir, sin sujeción a cualquier tipo de 
discriminación. De igual manera, ha establecido que este derecho no debe 
contener una interpretación restrictiva, la cual lo limite simplemente a contar con 
un “techo por encima de la cabeza”, sino que este debe implicar el “derecho a vivir 
en seguridad, paz y dignidad en alguna parte”12. 
   
En consecuencia, y dada la gran importancia que comporta la materialización del 
derecho a la vivienda digna en relación con la posibilidad de poder llevar a cabo 
un proyecto de vida y la dignidad del ser humano, en aquellos eventos en los que 
el inmueble se encuentre ubicado en una zona que implica un riesgo para quienes 
lo habitan, se puede entender que el bien no cumple con unos requisitos mínimos 
para ajustarse a lo que se reconoce como habitabilidad y asequibilidad adecuadas 
y, por tanto, no sólo se encuentra amenazado el derecho fundamental a la vivienda 
digna, sino también, a la seguridad e integridad personal, debido a la inacción de 

las autoridades responsables de brindar solución a la situación, motivo por el cual, 
se hace imperativa la intervención del juez constitucional13.” 
 

D. Caso concreto. 

 

El Despacho se contrae a resolver si en el caso expuesto, se presenta vulneración 

a los derechos fundamentales invocado por el accionante al endilgársele a la 

entidad accionada no haber realizado la reparación para que cese la corriente de 

agua que cae en uno de los muros de la casa de la accionante.   

 

Al efecto, se advierte que durante el trámite de la presente acción constitucional 

la entidad accionada allegó escrito de réplica de la demanda de amparo, donde 

manifestó “ que personal operativo de la División Servicio Acueducto Zona 4, realizo 

la reparación de la acometida, así mismo se reparó la red domiciliaria de 8 

Pulgadas, quedando en perfectas condiciones la descarga a la red principal de 

alcantarillado, adicionalmente se recogen escombros y se tapa la excavación con 

recebo quedando así la reparación objeto de la tutela” (sic).14 

 

Luego es dable inferir que a partir del referido pronunciamiento se resolvió el 

objeto de la presente acción, conllevando un hecho superado por carencia 

actual de objeto. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional ha indicado que el amparo fundamental 

no procede “…si la situación de hecho por la cual la persona se queja ya ha sido 

superada en términos tales que la aspiración primordial en que consiste el derecho 

alegado está siendo satisfecha o lo ha sido totalmente, ha desaparecido la 

                                                           
12 Sentencia T-024 de 2015. Ver, también, sentencias T-341 de 2016, T-189 de 2013, T-163 de 2013 y T-530 de 2011. 
13 Extracto de la Sentencia T-203A de 2018. Reiterado en la T-420 de 2018. 
14 Ver anexo 03 contestación accionada – 01. Empresa de acueducto y alcantarillado Bogotá – 01 memorial pte accda contestación” 
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vulneración o amenaza... lo que implica la superación del supuesto básico del cual 

parte el artículo 86 de la Carta y hace improcedente la tutela…”.15 

 

Ahora, en cuanto a los derechos a la salud y ambiente sano, el Despacho no 

encuentra fundamente alguno para entrarlo a debatir en razón a que solo fueron 

manifestados pero no acreditados ni desarrollados en los hechos.  

 

En conclusión se negará entonces la protección demandada, habida cuenta que 

la situación que dio origen a la tutela se encuentra superada, dando vía a 

declarar la carencia actual de objeto por sustracción de materia, y abstenerse de 

impartir orden alguna. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C.- LOCALIDAD DE 

CHAPINERO, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela formulado por MARÍA LUISA CAMACHO 

CAMACHO, de conformidad a lo esbozado en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta determinación a los intervinientes en la forma más 

rápida y eficaz, conforme lo ordena el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en caso de no ser impugnada esta decisión.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

FERNANDO MORENO OJEDA 

Juez 

                                                           
15 Sentencia T-570 de 1992. 
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